TRÁNSITO DE LEGISLACIÓN/ Recurso de apelación formulado en vigencia del Código General del Proceso dentro de negocio de disolución y liquidación de sociedad de hecho, se tramita con las regulaciones de esa codificación, así la demanda haya sido interpuesta cuando estaba en vigor el Código de Procedimiento Civil  
“Teniendo claro lo anterior, hay que observar que el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada se materializó el presente año y, por consiguiente, la norma que lo rige, por la la transición al Código General del Proceso, no es otra diferente que la vigente al momento de presentarse el acto procesal, dado que, según el artículo 624 del nuevo estatuto, que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, se trata de normas de inmediato cumplimiento al momento de entrar en vigencia.”

(…) en el nuevo sistema, una vez se presenta el recurso de apelación, la parte debe sustentarlo y allí mismo se debe surtir el traslado, pues la decisión de segunda instancia será de plano. Pero en este caso, ese traslado brilla por su ausencia, hecho que genera una irregularidad que debe remediarse, por lo que se procederá a la devolución de las diligencias al Juzgado de origen con el fin de que se corrija, en garantía del derecho de defensa que asiste a la parte no recurrente.”
INAPELABILIDAD DE AUTOS/ Auto que no accede al desistimiento de la demanda no es susceptible de apelación

“(…) no se cumple aquí el requisito de la procedencia, ya que ni en el artículo 321 está señalado expresamente como apelable que no se acceda al desistimiento de la demanda, ni quedó consagrada norma especial en ese sentido, a diferencia de lo que traía el C. de P. Civil que en su inciso 3º del artículo 345 indicaba que `El auto que resuelva sobre el desistimiento de la demanda es apelable en el efecto suspensivo´.”
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Se encuentra a despacho el proceso de disolución y liquidación de sociedad de hecho promovido por Orlando López Valencia, litisconsorte Sebastián López Arango, frente a Aurelio López Valencia, para decidir sobre la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra los numerales 1º y 7º de la parte resolutiva del auto del pasado 17 de febrero, proferido por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad. 





Efectuado el examen preliminar que ordena el artículo 325 del Código General del Proceso, encuentra esta Sala Unitaria que en el trámite surtido en la concesión de la apelación existe una irregularidad, que hace que por ahora no se pueda dar curso a la alzada. Pero, además, que en lo que concierne al numeral 1°, se concedió un recurso que ya no procede. 




En primer lugar, debe indicarse que con la entrada en vigencia del Código General del Proceso, todo asunto ordinario, abreviado, verbal, verbal sumario o ejecutivo, que venía tramitándose con las normas del C. de P. Civil y sus reformas, debe, tarde o temprano, con base en el artículo 625 que regula un tránsito de legislación especial, amoldarse al proceso oral señalado en el nuevo estatuto procesal.





Sin embargo, el presente proceso es de disolución y liquidación de una sociedad de hecho, que estaba regulado por el artículo 627
 del C. de P. Civil, vigente al momento de presentar la demanda (20 de enero de 2013); esto quiere decir que como no se encuentra dentro de los enlistados en los numerales 1 a 4 del citado artículo 625, su régimen de transición se rige por lo que señala el numeral 6º, esto es, que “En los demás procesos, se aplicará la regla general prevista en el numeral anterior”, o sea, el numeral 5º, que enseña lo siguiente:

No obstante lo previsto en los numerales anteriores, los recursos interpuestos, la práctica de pruebas decretadas, las audiencias convocadas, las diligencias iniciadas, los términos que hubieren comenzado a correr, los incidentes en curso y las notificaciones que se estén surtiendo, se regirán por las leyes vigentes cuando se interpusieron los recursos, se decretaron las pruebas, se iniciaron las audiencias o diligencias, empezaron a correr los términos, se promovieron los incidentes o comenzaron a surtirse las notificaciones.




Teniendo claro lo anterior, hay que observar que el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada se materializó el presente año y, por consiguiente, la norma que lo rige, por la la transición al Código General del Proceso, no es otra diferente que la vigente al momento de presentarse el acto procesal, dado que, según el artículo 624
 del nuevo estatuto, que modificó el artículo 40 de la Ley 153 de 1887, se trata de normas de inmediato cumplimiento al momento de entrar en vigencia
.





Esto tiene trascendencia para el caso, desde dos perspectivas. La primera, relacionada con el numeral 7° de la parte resolutiva del auto protestado, porque, a pesar de que es susceptible del recurso (art. 321, 8 C.G.P.), contrario a lo señalado por el juez de primer grado, se debe ajustar a las normas del Código General del Proceso, que referente a la apelación de autos, según el artículo 326, orienta que “… del escrito de sustentación se dará traslado a la parte contraria en la forma y por el término previsto en el inciso segundo del artículo 110. Si fueren varios los recursos sustentados, el traslado será conjunto y común. Vencido el traslado se enviará el expediente o sus copias al superior.”





En otras palabras, en el nuevo sistema, una vez se presenta el recurso de apelación, la parte debe sustentarlo y allí mismo se debe surtir el traslado, pues la decisión de segunda instancia será de plano. Pero en este caso, ese traslado brilla por su ausencia, hecho que genera una irregularidad que debe remediarse, por lo que se procederá a la devolución de las diligencias al Juzgado de origen con el fin de que se corrija, en garantía del derecho de defensa que asiste a la parte no recurrente. 




Por supuesto que este caso es totalmente diferente a la apelación del auto dictado el 27 de abril de 2015 (f. 869, c. principal tomo II), alzada que también se tramita en esta Sala Unitaria en el mismo proceso y por las mismas partes, pues fue interpuesto como reposición y en subsidio apelación el 5 de mayo de 2015 (f. 890 y 891, c. principal tomo III), esto es, cuando estaba aún vigente el C. de P. Civil, y, por lo mismo, su trámite se rige por las normas imperantes al momento de su presentación, que para el efecto, y con base en el transcrito numeral 5º, sí son las del aquel estatuto. 
  



La segunda situación está referida exclusivamente a la apelación del numeral 1° de la parte resolutiva del auto, porque no se cumple aquí el requisito de la procedencia, ya que ni en el artículo 321 está señalado expresamente como apelable que no se acceda al desistimiento de la demanda, ni quedó consagrada norma especial en ese sentido
, a diferencia de lo que traía el C. de P. Civil que en su inciso 3º del artículo 345 indicaba que “El auto que resuelva sobre el desistimiento de la demanda es apelable en el efecto suspensivo”.

Así las cosas, se procederá a inadmitir el recurso en lo referente al numeral 1º del auto protestado; y en lo que concierne a la apelación del numeral 7°, se devolverá el expediente para que se surta el traslado respectivo. 
  



Por lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, 

  



RESUELVE:

1. INADMITIR el recurso de apelación referente al numeral 1º del auto del pasado 17 de febrero (fls. 944 a 946 c. principal tomo III), tal como se explicó en la parte motiva de esta providencia.
2. ORDENAR la devolución del expediente al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, con el fin de que se corra traslado de la sustentación presentada por la apoderada de la parte demandada en el recurso de apelación que interpuso contra el numeral 7º del auto del pasado 17 de febrero, visible a folios 944 a 946 del cuaderno principal tomo III.
Notifíquese
 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO 

Magistrado

         

� “A petición de cualquiera de los socios, procede declarar judicialmente la disolución y decretar la liquidación de una sociedad civil, comercial o de hecho, por las causales previstas en la ley o el contrato social, siempre que tal declaración no corresponda a una autoridad administrativa.”


� “Las leyes concernientes a la sustanciación y ritualidad de los juicios prevalecen sobre las anteriores desde el momento en que deben empezar a regir.”


� 1º de enero de 2016. (Acuerdo No. PSAA15-10392 del 1 de octubre de 2015)


� Artículos 314 a 316 del Código General del Proceso.





